ANÁLISIS - RESUMEN DEL INFORME UNIVERSIDAD 2000

SECRETARÍA  DE ENSEÑANZA UNIVERSITARIA DE LA CEF
I..-Introducción
En los últimos siglos las Universidades se han adaptado a los cambios económicos, políticos y sociales. En el final del siglo XX la situación ha adquirido rasgos nuevos y particulares, que conducen a una continua renovación de los conocimientos dada la mayor sofisticación de las tareas a desarrollar en los centros de trabajo y el aumento de la población que necesita formación superior.

Según el IU 2000, la Universidad debe ampliar  su actividad de investigación básica a la aplicada  y a la comercialización de sus resultados, contando con la demanda empresarial . La provisión de los servicios educativos debe cambiar, considerando los nuevos sistemas de información y comunicación, para atender a nuevos tipos de estudiantes ( formación continua), para ofrecer nuevas formas de aprendizaje y nuevas salidas profesionales.

Los capítulos I y II del Informe Universidad 2000 describen la historia y desarrollo de la Institución Universitaria desde sus orígenes hasta la actualidad, comparando la evolución del sistema universitario español con los sistemas universitarios de la OCDE.

El Informe enuncia los principios y funciones de la Universidad ( “ independiente de  cualquier poder humano”, “al  servicio de la sociedad”...), y reclama la necesidad de culminar los procesos de cambio que se están produciendo, básicamente al no “ encajar las necesidades sociales con los servicios que ofrece la Universidad en la actualidad”.

La ambigüedad en el tratamiento de las distintas situaciones es una constante a lo largo del texto del informe, lo que da lugar a una serie de dudas a la hora de analizar su contenido.

“ El cambio en el sistema universitario debe apoyarse en las instituciones de enseñanza superior ( ¿ La Universidad pública u otras?), los distintos agentes y organismos de la vida económica y social,( ¿empresarios, sindicatos,...?), y las Administraciones Públicas que en buena lógica deben colaborar íntimamente”.

La implicación en la transformación del sistema universitario de las instancias antes  reseñadas plantea un problema básico: ¿ qué grupo social o Administración encabezaría el cambio?. Las Universidades públicas u otros agentes.

¿Con qué intereses?. ¿Para cumplir con eficacia y eficiencia los objetivos que les señala la sociedad actual? ó ¿para hacer rentable económicamente el servicio público de la educación superior a los distintos gobiernos?.

Sin embargo se encuentran obstáculos a la reforma,  tales como la rigidez del estatuto del profesorado, la normativa de títulos académicos o la forma de impartir las enseñanzas. La LRU de 1983 ha dado lugar a una institución universitaria que conjuga enseñanza superior e investigación, pero no ha logrado adaptarse a las nuevas necesidades docentes. La Formación Profesional Superior se ha desarrollado escasamente, alcanzando a un 2% de graduados frente al 11% de la Unión Europea.

La reforma de los planes de estudio se ha visto obstaculizada por intereses corporativos, con tendencia a uniformizar las enseñanzas más que a aumentar su variedad. Los títulos propios de las Universidades han acabado siendo aceptados como títulos oficiales.

La demanda de estudios superiores ha sido atendida mediante la creación de nuevas instituciones universitarias. La financiación es casi la mitad de la media de los paises de la OCDE ( 4.944 dólares por estudiante, frente a 8.134), recibiendo los estudiantes el 7% de gasto público en forma de ayudas frente a una media de 18%. Se detecta también una clara debilidad del gasto en personal docente.

Desde la LRU se ha producido una situación jurídicamente anómala de contratación de profesorado, con diferencias notables entre Universidades, que han utilizado irregularmente las figuras de Asociado a tiempo completo y de Títular de Escuela Universitaria, hace referencia asimismo a la endogamia universitaria en el siguiente sentido “ en particular, se critica la presunta discriminación hacia el candidato externo a la Universidad que convoca una plaza, lo cuál tiene como resultado una excesiva endogamia, que conduce también a una escasa movilidad del personal universitario, tanto por razones de tipo corporativo, como de tipo social, económico y político”.  

Respecto al Personal de  Administración y Servicios, se define como “ personal  de apoyo básico e imprescindible para las tareas fundamentales de la Universidad”, pero hace una mención a la “ representación” de este colectivo en Juntas y Comités, mezclando las Mesas de Negociación con Acuerdos Sindicales globales de distintos ámbitos, que resulta confusa. La misma confusión se manifiesta al comparar al Personal de Administración y Servicios con el Personal de Cuerpos Docentes en sus perfiles profesionales, y la falta de flexibilidad de las plantillas en el sistema vigente.

Las Universidades deben adaptarse a las nuevas coordenadas de conocimiento, innovación y renovación del aprendizaje de las sociedades avanzadas, cubriendo 4 dimensiones principales:

· la generación de nuevos avances científicos y , especialmente, la difusión de nuevas tecnologías, singularmente, las tecnologías de la información y de las comunicaciones ;

· la profunda transformación en el reparto de la actividad económica entre los distintos sectores de la economía y la consiguiente redistribución de la ocupación;

· la aceleración de la internacionalización de las sociedades y de sus economías;

· el aumento del nivel de educación y de la base de conocimientos en las sociedades consideradas más avanzadas.

Las Universidades han puesto un énfasis excesivamente unilateral en la investigación básica, manteniendo una visión excesivamente tecnocrática de la innovación, que debe ser renovada de acuerdo con las necesidades de las empresas.

También se debe incorporar a las funciones de la Universidad la transmisión de los valores sociales a las nuevas generaciones.

Es aconsejable que en nuestras universidades se cree y se fortalezca un ambiente en el que nuevas ideas y propuestas tengan la oportunidad de ser discutidas. A este fin se sugiere incorporar ciertas experiencias que han tenido unos resultados muy positivos en algunas universidades, consistentes en introducir materias humanísticas de manera transversal en los curricula universitarios de todos los ámbitos de especialización. Esta sugerencia no implica una mayor oferta vertical de las mismas, esto es, no supone necesariamente más titulaciones humanísticas ni más diversificadas sino que pretende superar la separación entre la llamada cultura  humanística y la llamada cultura científica. Es más, deberá ponerse especial cuidado en que las titulaciones humanísticas no colonicen indebidamente la anterior oferta transversal, distorsionando con acento especializado lo que ha de ser una formación generalista.

Desde el punto de vista de la demanda, ha de procurarse una correcta adaptación entre diferentes tipos de estudio y la oferta de plazas, actuando sobre los estudiantes a través de una buena información y orientación desde secundaria, así como sobre el diseño de los planes de estudio. Estos deberán ser reformados en sus primeros años, para tener un carácter más generalista, paralelamente a la consolidación de un distrito abierto en todo el territorio nacional.

También es necesario cambiar los órganos de gobierno, dando entrada en los mecanismos de decisión  y gestión a representantes protagonistas del desarrollo regional, a través de los Consejos Sociales.

De modo general las nuevas tendencias imponen una reducción de la reglamentación universitaria y, como ya se ha indicado, unas formas de actuación más flexibles, que tienen en la programación y en la evaluación sus instrumentos privilegiados.

Sería razonable que se crease un Consejo  que actuase como órgano de coordinación de las distintas Administraciones educativas en el ámbito de la enseñanza superior y en la investigación, integrado por los Consejeros con responsabilidad en Educación Superior en cada Comunidad Autónoma y presidido por el Ministro de Educación y Cultura.

Por su parte, la Conferencia de Rectores de las Universidades españolas representaría a las universidades ante las Administraciones Públicas.


.

2.-Situación de la Universidad Española a finales del Siglo XX

El sistema español de enseñanza superior, en particular las Universidades, ha experimentado en las dos últimas décadas un crecimiento espectacular, permitiendo el acceso masivo de la población de 18 a 25 años a la enseñanza superior. Este crecimiento se ha caracterizado por una ausencia de planificación estructural, lo que ha dado lugar a una ampliación cuantitativa del número de Centros y Universidades, desordenada y con una clara limitación en la calidad del servicio ofrecido.


En esencia, las características básicas de este desarrollo, amparado normativamente por la LRU de 1983 y los Decretos derivados de ella, siguen hoy marcando el carácter de la enseñanza superior que afronta el cambio de siglo con graves problemas.

a) La población estudiantil universitaria ha crecido desde 673.528 alumnos en el curso 78-79 a 1.583.297 en el 98-99, lo que significa multiplicar por 2’35 el número de alumnos por curso escolar. La inflexión con descenso en el número de matriculados ha comenzado ya a detectarse y será palpable en el año 2006.

b) Paralelamente se ha incrementado el número de universidades que han pasado de 33 (de ellas 4 privadas) a 62 (de ellas 12 privadas), en el curso 99-2000. El crecimiento ha estado sometido a las presiones de índole política, excesivamente localistas, sin que se haya establecido un mapa de Universidades ni de Titulaciones a escala estatal.

c) Los recursos humanos, en particular personal docente, se han aumentado pasando de 44.231 a 74.098 profesores desde el curso 82/83 al 97/98. En este proceso se ha producido la estabilización como funcionarios docentes de un importante colectivo de profesores no permanentes a través de las pruebas de idoneidad (1985-86), lo que no ha impedido el recurso posterior a la contratación de Asociados, por encima de los límites admitidos en la LRU. En el año 2000 se han alcanzado niveles de precariedad laboral en el colectivo docente del 45%, al tiempo que no se ha abordado una verdadera carrera docente (acceso y promoción) de los funcionarios.

d) Las plantillas de administración y servicios han crecido muy por debajo de las necesidades, situándose en torno a 0’4 PAS por cada docente. El PAS no ha logrado un desarrollo armónico de su formación y promoción profesional incrementándose la disfunción entre las tareas que desarrolla y las necesidades reales de la institución universitaria. Tampoco se ha conseguido la homologación de las RPT y de los salarios entre Universidades, con las Comunidades Autónomas.

e) Los planes  de estudio han experimentado reformas consecutivas que han tratado de adecuarlos a los requerimientos del mercado de trabajo, con un resultado global de pérdida del nivel de formación, aumento del fracaso escolar y falta de coherencia interna por presiones corporativas de los propios colectivos docentes. Tampoco la reforma del Doctorado ha permitido dotar al Tercer Ciclo de la calidad que merece el máximo nivel de la educación universitaria.

f) Los alumnos han sufrido en este proceso un apoyo financiero escaso (en forma de becas), que compense los gastos familiares en educación superior y haga posible el desplazamiento a centros de otras localidades y de otras Comunidades Autónomas o a Universidades Europeas. De igual modo, la selectividad, obligada por una demanda superior a la oferta, ha impedido a numerosos estudiantes cursar la titulación deseada en primera instancia, lo que sin duda ha contribuído a aumentar el fracaso escolar.

g) La enseñanza superior en España se ha desarrollado esencialmente en base a la Universidad Pública, con un escaso papel de la Enseñanza Superior no universitaria  (Formación Profesional Superior u otros estudios) y una presencia aún  muy minoritaria de Universidades Privadas cuyo número ha aumentado a partir de 1991, alcanzando el 20% del total.             .

h) Todas estas modificaciones han tenido lugar con un incremento presupuestario reducido, muy por debajo de los niveles de gasto de los países de la OCDE, que invierten en educación superior el 1’5% del PIB (año 1995), frente al 1’1% en España. Expresado en gasto por estudiante y año  las cifras respectivas son 8.134 y 4.944 dólares.

i) El aumento de tamaño ha ido acompañado de una mayor complejidad del sistema, que ha visto como se rompían las barreras educativas internacionales, ha asistido a la progresiva incorporación de enseñanzas no regladas como la formación continua y ha integrado la investigación y las relaciones con los sectores productivos, como funciones esenciales de las Universidades. La gestión eficaz de esta estructura ha encontrado dificultades al utilizar los órganos de Gobierno previstos en la LRU. En muchos casos se han provocado disfunciones que aconsejan una revisión de los Órganos de Gobierno y en particular del Consejo Social, al que corresponde  asegurar la conexión Universidad-Sociedad.

3.- Los retos de la Enseñanza Superior ante el siglo XXI


El cambio de siglo aparece asociado a una serie de nuevas exigencias que la Enseñanza Superior debe afrontar para cubrir el papel que de ella espera la sociedad:

a) El desarrollo de los conocimientos ha alcanzado tal velocidad que la formación continua de los postgraduados se convierte en una necesidad insoslayable. Se estima que los graduados del siglo XXI deberán cambiar de línea de actividad y reciclarse varias veces en su vida, lo que llevará a volver a la Universidad para actualizarse una media de cinco veces en su vida profesional. En consecuencia la enseñanza superior continua, no reglada, puede llegar a constituir una parte importante, incluso mayoritaria, de la actividad docente universitaria.

b) Los albores del siglo XXI deben ser testigos de una remodelación en profundidad de los curricula universitarios, que dé satisfacción a las necesidades sociales y productivas con una planificación global de titulaciones estatal y europea que ofrezca garantías de calidad básica, y homologable, que permita el reconocimiento de titulaciones y la movilidad de estudiantes y profesores entre Universidades. Esta necesidad se extiende al Tercer Ciclo, programas de Doctorado, que deben convertirse en el pilar de la formación de investigadores.

c) La investigación es ya una actividad incorporada a la institución universitaria, que deberá mantener la mayoría de la investigación básica al máximo nivel de calidad, de modo compatible con la demanda de investigación aplicada y la comercialización de sus resultados. Ello obligará al establecimiento de redes de investigación que agrupen a equipos, institutos de investigación y Universidades, OPI’s y Empresas, modificando la actual estructura de gestión y ejecución de la investigación.

d) Las políticas de selección y promoción del personal, tanto docente (PDI), como de Administración y Servicios (PAS) son claves para el desarrollo de una Universidad de calidad. En el PDI se deberá arbitrar un sistema de selección basado en la formación para la docencia y la investigación, con exigencia del grado de Doctor como base de acceso a la función docente e investigadora estable. Al tiempo se deberán arbitrar políticas para que los actuales profesores estables no Doctores puedan alcanzar este grado. Es imprescindible lograr establecer mecanismos de mejora salarial y promoción creando una verdadera carrera docente que estimule el trabajo de calidad.

En relación con el PAS el esfuerzo deberá dirigirse a la homologación de estructuras retributivas y de sistemas de promoción profesional entre Universidades, que ajuste las tareas a la cualificación y experiencia profesional, supere los actuales agravios comparativos con otros sectores de la Administración y permita la movilidad voluntaria entre Universidades de distintas Comunidades Autónomas.

e) La mejora continua de la calidad de los servicios ofrecida será una constante en un marco de competencia por los alumnos de enseñanzas regladas (cuyo número disminuye) y por los alumnos de formación continua (cuyo número aumentará), así como en competencia por recursos ajenos derivados de servicios y contratos. La calidad será una premisa de toda la comunidad universitaria y de la estructura de la propia institución. En este marco la evaluación de calidad se impondrá con criterios universales al objeto de detectar y solucionar los déficits y obstáculos para la mejora global, sin que deba ser utilizada como arma de marginación de colectivos o instituciones dentro del sistema.

f) Las universidades deberán incorporar las profundas transformaciones tecnológicas, especialmente en sistemas de información y comunicaciones, que estarán en la base de la docencia (presencial o a distancia) y en la gestión y organización del trabajo. Las nuevas tecnologías deberán ser el sostén de un funcionamiento cooperativo, tanto dentro como fuera de la Universidad, estableciendo Redes de Cooperación para la docencia, investigación y gestión que abran el marco local al autonómico, estatal y europeo.

g) Los cambios en las tareas a cubrir requerirán una modificación de los Órganos de Gobierno, tanto del sistema en su conjunto (Consejo de Universidades), como de los propios de cada Universidad (Claustro, Junta de Gobierno, Órganos unipersonales) y del Consejo Social, intermediario entre la Sociedad y la Comunidad Universitaria. La reforma deberá mantener la esencia de la autonomía universitaria, así como la democracia y participación de los distintos estamentos, a la vez que mejora la eficacia en el Gobierno, aumentando el carácter ejecutivo y los controles de la Comunidad Académica y de la Sociedad.

4.- Propuestas del Informe Universidad 2000 (Inf. 2000)

El Informe Universidad 2000 aborda la necesaria reforma del sistema universitario, esencialmente en los capítulos V (Financiación), VI (Personal de la Universidad), VII (Calidad y Gestión), VIII (Gobierno y Administración), si bien en otros capítulos se encuentran reflexiones de interés, especialmente en el IV (Generación y Aplicaciones del Conocimiento), en el III (Difusión del Conocimiento: Formar para aprender) y en el IX (Redes tecnológicas y redes universitarias).


En lo que sigue se resumen las propuestas más novedosas para la transformación de las Universidades en relación con los retos señalados en el apartado 3.

4.1 Nuevas estrategias para la docencia

El Inf. 2000 atribuye un papel crucial a la docencia no reglada en el futuro, lo que obligará a las Universidades a incluir su programación a largo plazo en los planes estratégicos y a articular estructuras de organización específicas, que podrían ser centralizadas, descentralizadas o autónomas (Fundaciones vinculadas) (III.17).


Paralelamente se reclama la reestructuración de los curricula de las titulaciones regladas, de acuerdo con parámetros europeos. Se propone un ciclo inicial con tipos de estudios A (equivale a las actuales licenciaturas, con A1 básico–común y A2 especializado en 2 + 2 años), y estudios B (equivale a las actuales ingenierías técnicas, aunque no deben superar 3 años). A este ciclo inicial podría seguir un segundo ciclo, de uno a dos años, con estudios C (un master prolongación de A) o estudios D (estudios de carácter profesional, tipo master, prolongación de B). Entre ellos habría pasarelas para distintos itinerarios curriculares basadas en un sistema de créditos ECTS (European Credit Transfer System) que mide cargas de aprendizaje (III.27; 36).


El Doctorado sería también modificado, de modo que se prestigie el título de Doctor como garantía de formación de calidad para acceder a puestos cualificados y para seguir la carrera académica. Se establecerían certificaciones intermedias y se evitaría que los programas sean meras adiciones de contenidos teóricos en un departamento. Las Universidades colaborarían entre sí para desarrollar programas comunes de calidad (IV.48, 49), que faciliten el futuro profesional en ámbitos universitarios o ajenos al mundo académico.


Las relaciones Administración-Universidades se transformarían, pasando de la regulación por homologación y autorización a priori, a la evaluación a posteriori, con acreditación de los niveles de calidad (III.20, 22).

4.2.- Refuerzo del papel investigador de las Universidades

El Inf. 2000 aporta un conjunto de propuestas de alcance general que afectarían al sistema de I + D + I, tales como la convergencia con Europa en financiación, el fomento de la investigación básica o la potenciación de la política de transferencia tecnológica y difusión de resultados de investigación. De modo más específico, en el área de responsabilidad directa de las Universidades, se abordan temas de especial relevancia, como la mejora de las relaciones entre éstas y el sector empresarial y la potenciación de la formación de investigadores a través de los estudios de Doctorado. En particular procede destacar las siguientes propuestas:

-Aumentar la movilidad entre Universidades y Empresas, equiparándola a la licencia por servicios (IV.20, IV.41)

-Creación de nuevos grupos de investigación competitivos y Centros de Investigación de excelencia, capaces de concurrir satisfactoriamente en las convocatorias de la Unión Europea (IV.20, 24)

-Creación de grupos pluridisciplinarios que abarquen la totalidad de los eslabones del proceso innovador (IV.24)

-Facilidades financieras y jurídicas para la creación de empresas que desarrollen resultados de investigación, así como participación en parques científicos y tecnológicos (IV. 24, 38, 41)

-Reconocimientos de parámetros de innovación (patentes, know-how, asistencia técnica, etc.) en la carrera profesional del PDI a la vez que se mantiene el sistema independiente de evaluación de calidad investigadora, sobre todo en ciencias sociales y humanas (IV.24, 25)

-Mejorar la calidad de la investigación (especialmente la básica) mediante programas de movilidad, potenciación de la carrera investigadora, flexibilidad en las obligaciones docentes y aumento del personal técnico de apoyo (IV.33)

-Constitución de redes integradas por Universidades, OPI’s y Empresas, sobre la base de un mapa de la investigación universitaria y de las nuevas tecnologías de las comunicaciones (IV.41)

-Creación de una red de instalaciones medias de apoyo a centros de investigación y empresas, con base autonómica (IV.43)

4.3.- Nuevas políticas de Profesorado y PAS


El Inf. 2000 aboga de modo general por una ampliación flexible de las actuales categorías funcionariales o contractuales, además de flexibilizar las categorías del PDI y PAS, adaptándolas a los planes estratégicos de cada Universidad (VI.4, 6)


Resolver la rigidez de las figuras del PDI permitiría contar con un tipo de profesor dedicado preferentemente a la docencia y con un tipo de investigador dedicado preferentemente a la investigación (VI.14)

En concreto se propone:

a) Mantener las figuras de Catedráticos de Universidad (CU) y Profesor Titular de Universidad (PTU), con desaparición a medio plazo de las de Catedrático y Profesor Titular de Escuela Universitaria (CEU y PTEU). (VI.16)

b) Volver al concepto original de Asociados a tiempo parcial para profesionales de reconocido prestigio ajenos a la Universidad (VI.16)

c) Incorporar nuevas figuras de personal académico contratado: el Titular Docente (TD) para estudios de tipo A, B, C y D; y el Titular Investigador (TI) al que se exige el grado de Doctor (VI. 18)

d) Precisar las funciones de los contratos de Ayudantes (3 años, con formación pedagógica y colaboración en la docencia) y Ayudantes Doctores (3 años, con formación pedagógica y colaboración en investigación). Al final, el Ayudante puede optar a TD, mientras que el Ayudante Doctor puede hacerlo a TI ó a  PTU (VI.16)

e) Estimular la contratación de Profesores Visitantes y regular los Eméritos a través de organismos centrales de la Universidad y no de los Departamentos (VI.16)

f) Establecer una triple carrera académica. Por una parte la docente, a partir de Ayudante, hasta TD lo que no exige el grado de Doctor. Por otra, la docente-investigadora, a partir de Ayudante Doctor hasta PTU y luego de PTU a CU. Y, por otra, la investigadora, desde Ayudante Doctor a TI (VI.23, 24)

g) Modificar los criterios de selección de plazas, tanto para contratados, como para funcionarios, en base a una evaluación técnica por especialistas que valoren los curricula de los candidatos y una posterior selección por la Universidad que tomaría en consideración tanto la evaluación técnica previa, como su nivel de ajuste a las necesidades de la institución (VI.30, 31)

h) Garantizar el año sabático, así como intercambios, a efectos de formación permanente, del personal académico (VI.26)

i) Establecer incentivos retributivos adicionales, revisando los criterios de asignación de productividad y eliminando el número máximo de tramos (VI.27)

j) Homologar y homogeneizar la plantilla de PAS estableciendo un modelo común por cada Comunidad Autónoma, tanto en funcionarios como en personal laboral. La movilidad se potenciará a través de un convenio multilateral entre Universidades y la formación a través de consorcios entre ellas, al menos en el ámbito de la Comunidad Autónoma. Se propone, además, que se defina una estructura de régimen retributivo que permita la incentivación del PAS (VI.34, 35, 36)

4.4.- Políticas de apoyo al estudiante universitario

El Inf. 2000 analiza las condiciones de acceso, permanencia, atención al estudiante y condiciones de estudio y soporte económico en distintos apartados, destacando las siguientes consideraciones:

a) El desajuste entre oferta y demanda tenderá a suavizarse por la reducción del número de estudiantes en enseñanza reglada, por lo que habrá que ir progresivamente al Distrito abierto en todo el territorio nacional, lo que requerirá una política de coordinación territorial y facilidades para la movilidad estudiantil. En todo caso habría que orientar la demanda a través de una buena información y orientación desde secundaria, a la vez que se ajusta la oferta de estudios generalistas en los primeros años (A1). En estas condiciones las Universidades fijarán los criterios académicos para seleccionar sus estudiantes (II.38, 39)

b) La permanencia de los estudiantes no estaría limitada temporalmente, sino por un número máximo de créditos disponibles para la matrícula en cada ciclo, válido hasta que sean consumidos, con o sin éxito. Ello permite estudiar a tiempo parcial, prolongando la estancia temporal (II.63)

c) Los  estudiantes dispondrán de un sistema de información para conocer el coste de los distintos estudios (evaluaciones y acreditaciones). Paralelamente dispondrá de asesoramiento al que deberá dedicarse una parte del profesorado, en cooperación con técnicos y profesionales especializados (III.51, 54)
d) Los métodos de la enseñanza superior han de ser revisados en profundidad, para desarrollar un nuevo concepto de formación que ofrezca técnicas de reflexión, solución de problemas y consecución de información. Los exámenes repetitivos basados en la retención memorística deberán desaparecer, para permitir una evaluación sobre la comprensión de las materias (III.57, 58)

e) Los programas de becas deberán ser modificados para reducir o incluso eliminar el peso de los criterios académicos en su concesión. En las familias de menores ingresos se trataría de compensar el coste oportunidad de estudiar, recomendando que las becas suban a un importe medio de 400.000 Ptas.(V.22, 51)

f) Mientras que las becas deberían cubrir el 40% de estudiantes de los primeros cursos y al 10% de los últimos cursos, se propone desarrollar un sistema de préstamos-renta en torno a 600.000 Ptas. que alcance al 30% de los estudiantes de últimos cursos. Este préstamo-renta se devolvería cuando los ingresos del estudiante superasen la renta per cápita media.

4.5.- Mejora de la calidad docente e investigadora


Para el Inf. 2000 el reto actual de las Universidades no está en el crecimiento cuantitativo, sino en un esfuerzo de calidad, elemento de equilibrio entre la autonomía y la responsabilidad social (VII.3). Entre sus objetivos destaca el preparar los mecanismos de acreditación de instituciones y programas; mejorar la docencia, investigación y administración; servir de instrumento para rendir cuentas al Gobierno y a la sociedad; suministrar información pública y operar como mecanismo para decidir una financiación diferencial (VII.6). En cuanto a la metodología, debe combinar la autoevaluación interna y la evaluación externa, a cargo ésta de un organismo autónomo, independiente de la Administración y de las Universidades (VII.7)


El Plan Nacional de Evaluación, iniciado en 1996-97, ha dado lugar a tres convocatorias en las que han participado prácticamente todas las Universidades. Se han implantado mecanismos de evaluación institucional dentro de las universidades, aunque falla la disponibilidad de información fiable para la toma de decisiones (VII.16). Actualmente se trataría de dar un paso más y pasar de un programa de evaluación estricto, sin consecuencias, a uno de evaluación y acreditación (VII.17).


Cada Universidad debería introducir en su Plan Estratégico mecanismos para garantizar la calidad de la docencia, investigación y gestión. Los programas de calidad deben ser liderados por el Rector y tener carácter transversal (VII.22). El sistema de evaluación podría partir de Consorcios radicados en la Comunidad Autónoma, o entre varias de ellas, dirigidas por personalidades independientes, técnicos, profesores y personal externo, nombrados por acuerdo entre la Administración y los órganos de representación de las Universidades (VII.26).


La Administración pondría en marcha un nuevo sistema de control de la calidad docente, creando una Agencia de Acreditación, integrada por un reducido número de personalidades del mundo académico y profesional, nacionales y extranjeras. Su papel sería el de sustituir una homologación y reconocimiento a priori, por la autorización provisional y acreditación a posteriori de las titulaciones y programas, vistos los resultados de las evaluaciones. Las acreditaciones serían revisadas cada diez años (VII.31).


La evaluación docente del profesorado ha sido desvirtuada, por lo que se propone reformar, transformar o sustituir el sistema actual, situándola al nivel de aceptación alcanzado por la evaluación investigadora (VII.32).

4.6.- Financiación

El modelo de financiación propuesto por el Inf. 2000 debe garantizar la suficiencia financiera de las universidades, protegiéndolas de las presiones políticas de cada momento (V.41). La subvención pública directa podría ser función del coste corriente de las enseñanzas regladas y del número equivalente de alumnos a tiempo completo (nº de créditos matriculados, dividido por 65 ó 70), incentivando con financiación extra los estudiantes admitidos en primera opción (V.43, 44). La subvención se completa con gastos de inversión, de acuerdo con un plan plurianual considerando las necesidades de equipamiento, bibliotecas, centros de cálculo, redes informáticas y sistemas de información (V.44). Además se consideran programas competitivos de financiación para grupos y actividades de especial calidad o correctoras para alcanzar objetivos específicos (V.45).


Globalmente, el sistema universitario español debe aumentar su gasto por estudiante en 1.500 a 2.000 dólares, lo que equivale al 0’3 a 0’4% del PIB, para situarla en niveles medios europeos (V.48). La financiación privada a través de las tasas no debe aumentar, mientras que sí debe elevarse significativamente el gasto público destinado a becas y préstamos-renta (V.49). En este modelo global el gasto total alcanzaría el 1,5% del PIB en diez años (V.48), con un reparto de gasto público del 80% y privado del 20% (V.54).

4.7.- Nuevos Órganos de Gobierno de las Universidades  

El modelo tradicional de organización por disciplinas ha entrado en crisis en la Universidad española, según el Inf. 2000, hasta el punto de que se ha recurrido a nuevas estructuras jurídicas independientes, fundaciones o empresas para gestionar o prestar servicios (VIII.19).


De hecho el régimen de gestión actual es una mezcla de modelos, que debe ser reformado en el ámbito académico, de investigación y en el de toma de decisiones de carácter estratégico y de planificación global:

a) La organización académica de los estudios tipo A1 debe ser adjudicada a unidades específicas y no a los Departamentos. A estas unidades correspondería, además, establecer relaciones con centros de enseñanza secundaria, asegurar la orientación de los estudiantes, incidir en el sistema de selectividad y coordinar la implantación de planes de estudio pluridisciplinares (VIII.34).

b) Los estudios disciplinares de tipo A2 y C pueden ser gestionados correctamente por una estructura basada en Departamentos, reforzando el papel del gestor de titulaciones (VIII.36).

c) Los estudios B y D, orientados a salidas profesionales específicas, deberían ser gestionados por unidades en función de dichas salidas (VIII.36).

d) Para la gestión de los procesos académicos se propone dar mayor importancia a los órganos ejecutivos que se responsabilicen de ellos. En los departamentos bastaría el refuerzo administrativo y, en algunos casos, la integración según grandes áreas de conocimiento. En los estudios A1, B y D, se deben nombrar responsables por los órganos centrales de cada universidad. Para la prestación de servicios se propone alguna forma de coordinación de las distintas estructuras, fundaciones, sociedades de formación, OTRI…, abriendo la posibilidad del recurso a formas de coordinación típicas del derecho privado (VIII.43).

e) La gestión de investigación debe atender a la gran variedad de tipologías organizativas, desde el investigador individual, a los centros e institutos de investigación, pasando por los grupos y redes temáticas. La Universidad debería apoyar la consolidación de grupos de excelencia, con tamaño suficiente, que a largo plazo podrían convertirse en centros o institutos consolidados (VIII.38). Se admite que del total de profesores universitarios, una tercera parte están implicados en proyectos competitivos vivos y que la creación de unidades de gestión y apoyo en los Departamentos es indispensable para la buena gestión de los niveles de investigación más embrionarios (VIII.37, 38).

f) La estructura de gobierno de las universidades deberá orientarse hacia un modelo más profesional, flexible y eficaz, sin renunciar a las tradiciones académicas de gestión colegial. Los órganos de gobierno deberían disponer de amplia capacidad de gestión y un horizonte razonable de estabilidad. Los órganos colegiados, simplificada su estructura, deberían ser de asesoramiento, propuesta y control (VIII.45).

g) La autoridad máxima sería el Rector, elegido por la comunidad universitaria directamente o a través del Claustro. Presidiría la Junta de Gobierno, propondría al Gerente y nombraría al equipo ejecutivo de la Universidad. La Junta de Gobierno, de tamaño reducido, podría estar formada por el Rector, el Gerente, el Presidente del Consejo Social, miembros de la comunidad universitaria elegidos por el Claustro y miembros elegidos por el Consejo Social. En este caso, los miembros de la comunidad universitaria deberían ser mayoría en Junta de Gobierno. Si se mantuviera la fórmula actual (toda la Junta de Gobierno es elegida por el Claustro entre miembros de la comunidad universitaria), las funciones del Consejo Social deberían ser redefinidas (VIII. 45, 46, 48).

h) El Claustro mantendría una composición representativa de todos los sectores de la comunidad universitaria, reduciendo su tamaño para hacerlo más operativo. Sus funciones serían las de asesoramiento y control de los órganos ejecutivos y la elección de los representantes en Junta de Gobierno. El Consejo Social debería tener una composición representativa de la sociedad y la Administración Pública, con un Presidente nombrado por la Comunidad Autónoma y miembros elegidos a través de una Comisión o Asamblea social que proponga personas de relevancia social o profesional. Entre sus funciones estaría, en su caso, la elección de sus representantes en Junta de Gobierno (VIII.47).

5.- Propuestas de FETE-UGT y posicionamiento ante el Informe Universidad 2000

FETE-UGT ha debatido y aprobado posicionamientos ante la mayoría de los temas abordados por el Inf. 2000. En algunos casos estas posiciones son fruto de debates desarrollados desde 1994 y consolidados en el XII Congreso Federal de Granada (1998). En otros casos se trata de posiciones sobre temas abordados más recientemente como Consejos Sociales y Órganos de Gobierno, acerca de los cuales se dispone únicamente de documentos internos no refrendados en Congresos. Finalmente, algunos temas como la reforma de los Órganos de Gobierno de las Universidades no han sido abordados más que de modo incipiente, por lo que las posturas al respecto, deben ser consideradas provisionales en tanto se complete un amplio debate en el seno de FETE-UGT.

5.1.- Ante las nuevas estrategias para la docencia

FETE-UGT ha señalado anteriormente que la orientación impuesta por el Consejo de Universidades para la reforma de planes de estudio, ha sido economicista, lo que ha limitado de forma grave la formación básica en la enseñanza superior, para potenciar una preparación barata y supuestamente especializada. Por otra parte, se han identificado las demandas sociales con el requerimiento a corto plazo del mercado de trabajo, lo que se ha traducido en una profusión de títulos de ciclo corto que compiten en buena medida con los ofertados por la Formación Profesional Superior. La reforma ha chocado, por otra parte, con intereses gremiales y corporativistas, de modo que en muchos casos ha primado el peso de determinados profesores o departamentos a la hora de decidir el contenido de los nuevos planes, en detrimento de la necesaria actualización de los curricula. La diversificación curricular ha sido ineficaz  por falta de financiación para nuevas materias optativas y las empresas siguen valorando en primer plano el título y la universidad de procedencia. El nivel de formación en los nuevos planes ha disminuido, en parte por la reducción del número de créditos y por la ausencia de laboratorios y grupos reducidos, aumentando los niveles de fracaso escolar en la universidad.


FETE-UGT abogó, en primer lugar, por la elaboración de un Mapa de Titulaciones a escala de estado, definido por el Consejo de Universidades en colaboración con distintos niveles de la Administración y agentes sociales, basado en necesidades de la sociedad en su conjunto a medio y largo plazo, y no en el interés a corto plazo del mercado de trabajo. Al tiempo se demandó una reforma de la reforma de los planes de estudio, devolviendo a las titulaciones la componente de formación básica que se les ha arrebatado y dotando a la especialización de unos medios estructurales que la hagan eficaz.


En este sentido, FETE-UGT considera positivo el planteamiento curricular que propone el Inf. 2000, sobre la base de refuerzo de planteamientos generalistas en los estudios tipo A1, seguidos de especialización en A2 y C. No obstante este esquema, no parece asegurado en estudios tipo B y D, por lo que habría que precisar los contenidos de B, asegurando la inclusión de bases de formación generalistas aunque orientadas a las necesidades  profesionales. En todo caso se precisa un debate específico para solventar los problemas derivados de la existencia de titulaciones de ciclo corto y de ciclo largo en áreas tecnológicas, que no han logrado formar unidades funcionales en todas las Universidades Politécnicas.


Por otra parte el Inf. 2000 no resuelve la problemática de la FP Superior, que compite directamente con estudios B, y que debería delimitarse con precisión como fase curricular terminal de la FP y no como parte de estudios B-D.


La propuesta de  reforma del Doctorado puede suponer un paso adelante, aunque el Inf. 2000 ignora medidas elementales de estímulo para el Profesorado, como el reconocimiento de la carga docente de Tercer Ciclo y la reducción de carga por dirección de Tesis Doctorales.

5.2.- Ante la necesidad de reforzar la actividad investigadora de las universidades

FETE-UGT ha elaborado una “Propuesta de Reforma del Sistema de Ciencia  y Tecnología”, que implica cambios estructurales, legislativos y de financiación. De ellos los que afectan más directamente a las universidades, y que el Inf. 2000 comparte, se han recogido en el apartado 4.2 


No obstante, FETE-UGT ha propuesto medidas adicionales de interés y no recogidas en el Inf. 2000:

a) Inclusión en el Plan Estratégico de cada Universidad de una política para la incorporación de la mayoría del PDI a tareas de investigación. El propio Inf. 2000 reconoce que no más allá de un tercio del PDI está incorporado a proyectos, por lo que ha de facilitarse la integración en equipos consolidados, la creación de nuevos equipos, y la realización de Tesis Doctorales de todos los docentes no Doctores que lo deseen.

b) Dotar a todo el PDI de medios básicos para la investigación, como el acceso a infraestructuras comunes, laboratorios, contacto con equipos consolidados y medios informáticos actualizados periódicamente, financiación para su incorporación a redes temáticas, asistencia a seminarios y congresos, etc.

c) Incentivar la dedicación a la investigación mediante complementos salariales por dirección de proyectos o de centros o institutos, así como aumentar la cuantía de los sexenios de investigación, revisar los criterios de concesión de los mismos y equiparar las cuantías del sexenio entre PTU y CU.

d) Facilitar al PDI su incorporación a tareas de gestión en el sistema de I+D+I, con dedicación completa, temporal o indefinida, equiparándola a la licencia por servicios especiales.

e) Modificar los criterios de ampliación de plantillas, considerando la actividad investigadora permanente en su equivalente a carga docente, lo que permitirá crear nuevas plazas y reducir la carga docente efectiva en equipos de investigación con especial rendimiento.

f) Profesionalizar las estructuras de conexión Universidad-Sociedad, tipo OTRI-OTT, de modo que realicen una labor de detección de necesidades sociales en cultura, formación, investigación o innovación, así como la identificación de las posibilidades de oferta dentro de la Universidad Su papel no se limitará a la gestión de proyectos, sino a la potenciación de líneas de actividad o investigación así como a la conexión de equipos en redes con otras instituciones, facilitando el encuentro entre oferta y demanda.

5.3.- Ante las nuevas políticas de Profesorado y PAS

FETE-UGT ha definido en sus resoluciones un modelo de acceso y de carrera docente que se puede resumir en:

a)  Establecimiento de un Cuerpo de Profesores de Universidad (CPU), único, dentro del que habría diferentes grados, entre los que la promoción se realiza en base a méritos, sin nueva oposición. Los grados corresponderían a TEU, Titular de Escuela Universitaria, no Doctor, con nivel 27; CEU, Catedrático de Escuela Universitaria, no Doctor, con nivel 28; TU, Titular de Universidad o CEU, Doctor, con nivel 29; CU, Catedrático de Universidad, con nivel 30.

b) El acceso tendría lugar preferentemente como TU, o en casos excepcionales, como TEU, después de un proceso de formación como docente e investigador, a lo largo de un contrato de Ayudante y Ayudante Doctor, tras el que se obtiene la acreditación para la Docencia Universitaria, otorgada por la institución responsable de la formación. La selección sería realizada por la Universidad entre la bolsa de Acreditados, que se presentarían a las convocatorias de plazas del CPU.

c) El modelo de FETE-UGT considera Profesores contratados, como los               Visitantes, Eméritos o Asociados, éstos dos últimos a tiempo parcial y para docencia especializada. Las plazas de contratados a tiempo completo actuales que se prolongan más de tres años, se entiende que corresponden a necesidades docentes estables, por lo que se convocarían plazas de funcionarios para cubrirlas.

d) En este modelo, el Profesor tiene entre sus funciones la docencia, la investigación y la gestión, por lo que existiría flexibilidad para combinarlas o para ejercer temporalmente alguna de ellas de modo preferente o incluso exclusivamente. En consecuencia, FETE-UGT ha propuesto la modificación de los complementos por actividad docente o por actividad investigadora, para crear un nuevo complemento de cuantía superior a la suma de los actuales, que sería concedido por el conjunto de la actividad del Profesor, sea ésta preferentemente docente, investigadora o de gestión. Adicionalmente se crearían complementos de excelencia investigadora para premiar rendimientos excepcionales.

Por tanto, FETE-UGT rechaza el planteamiento del Inf. 2000 en relación al establecimiento de una triple carrera universitaria: la docente, la investigadora o la docente-investigadora.

En particular no resulta aceptable el establecimiento de plazas contratadas permanentes de profesores dedicados exclusivamente a la docencia y que parecen orientados a cubrir las actuales necesidades en Escuelas Universitarias. Tampoco parece razonable la contratación permanente de investigadores, ya que la carga investigadora debe ser reconocida para la creación de plazas de docente-investigador, reduciendo la carga lectiva individual en Departamentos o grupos de especial rendimiento científico. Sí es aceptable la contratación para satisfacer necesidades coyunturales en docencia, vía Asociados, o en investigación, vía contrato con cargo a proyectos. Cuando las necesidades se convierten en permanentes, se debe convocar una plaza del CPU, con tendencia progresiva a la incorporación de Doctores. En todo caso, la contratación de Asociados e investigadores, debe tener límites equivalentes al 30% de la plantilla docente-investigadora.

En relación con las plantillas de PAS, FETE-UGT ha defendido la profesionalización de la gestión universitaria a través de la formación y la homologación de RPT y retribuciones, lo que facilitaría la promoción y el intercambio entre Comunidades Autónomas. La relación numérica PAS/PDI deberá aumentar para acercarse a 1, lo que significa duplicar el número de plazas, permitiendo asumir tareas de gestión así como de apoyo a la investigación. El Inf. 2000 abre las puertas de esta orientación aunque es preciso profundizar en sus concreciones.

5.4.- Ante las políticas de apoyo al alumnado

FETE-UGT ha defendido la desaparición gradual de la selectividad, así como el Distrito abierto, propuestas recogidas en el Inf. 2000. Parece asimismo razonable no limitar temporalmente la estancia en la Universidad, sino mediante un máximo de créditos para matriculación, paralelamente a la voluntad de mejorar la metodología docente y los métodos de evaluación, lo que debe repercutir en una reducción del fracaso escolar.


Los programas de becas y préstamos-renta permitirán el acceso y permanencia de estudiantes de bajos recursos económicos, si bien FETE-UGT propone que el coste oportunidad de trabajar sea cubierto al 100%, estimado como el salario mínimo anual interprofesional (1.000.000 Ptas.).

5.5.- Ante las medidas para la mejora de la calidad docente e investigadora

La calidad de la actividad docente e investigadora debe ser uno de los objetivos clave del próximo período. Para FETE-UGT la evaluación institucional debe convertirse en una herramienta básica a la hora de detectar los problemas, analizar las causas que los provocan y desarrollar programas específicos que los corrijan. En la implantación de un sistema de Evaluación de la Calidad deben participar los Sindicatos, Estudiantes, PAS y PDI, además de los Órganos de Gobierno y de Representación. FETE-UGT velará para que no se traduzca en una mera ordenación de las Universidades según índices de calidad, ni en un mecanismo de premio-castigo para coartar la autonomía universitaria. Tampoco la mejora de la calidad docente e investigadora podrá lograrse en detrimento de las condiciones de trabajo del personal, docente o no, al que deberán proporcionársele los medios para poder contribuir a la mejora global de la institución.


FETE-UGT apoya las modificaciones propuestas en el Inf. 2000 con la salvedad de que la financiación diferencial derivada de los resultados de la evaluación se oriente a la resolución de problemas detectados y a la consecución de objetivos acordados, no impuestos, por la Administración. Los Sindicatos deben participar en la Agencia de Acreditación, así como en los procesos de autoevaluación interna.


Apoyamos asimismo la revisión de los criterios de evaluación docente, que deberían ser integrados en un complemento global de productividad (véase apartado 5.3).

5.6.- Ante las propuestas de financiación

Para FETE-UGT el modelo de financiación de las Universidades debe articularse mayoritariamente en base a los fondos públicos que deben cubrir el 100% de los gastos corrientes y de las inversiones, previstas para  la consolidación de un mapa universitario decidido a escala de estado, conjuntamente entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas. En la financiación, de carácter plurianual y asegurada por una Ley de Hacienda de las Universidades Públicas, debe de corresponsabilizarse, además, a las administraciones locales, que deben contribuir al coste de infraestructuras y servicios al estudiante.


La cuantificación de las necesidades de financiación es imposible sin haber resuelto el mapa universitario español. No obstante entendemos que el gasto público destinado a enseñanza superior debe situarse en el 1’5% del PIB, al que se sumaría el 0’3% del PIB en gasto privado, totalizando el 1’8% del PIB. Este incremento de gasto desde el 1’1% al 1’8% del PIB debe hacerse en un periodo máximo de cinco años, dada la urgencia en la recuperación del atraso respecto al entorno europeo.


En todo caso, FETE-UGT alerta sobre el peligro de que los fondos adjudicados en forma de contratos-programas puedan ser la antesala de una política discriminatoria y un arma de premio-castigo utilizable por las administraciones. Entendemos que los objetivos deben ser en todo caso consensuados en el sentido expresado en el apartado 5.5

5.7.- Ante la reforma de los Órganos de Gobierno


La transformación de las relaciones entre Universidad-Sociedad, que previsiblemente se profundizará en los años próximos, así como la incorporación de nuevas funciones en el ámbito de formación continua, investigación y servicios, aconseja una revisión de las estructuras de Gobierno y gestión de las universidades.


FETE-UGT considera positiva la propuesta de gestión diferenciada de la estructura curricular, que debería depender de estructuras centrales de la Universidad para los estudios de carácter general tipo A1, mientras que los A2, B, C y D pueden depender de unidades administrativas basadas en los Departamentos, con un gestor de titulaciones, no nombrado por la Junta de Gobierno.

Por el contrario, rechazamos el creciente recurso a estructuras administrativas ajenas aunque vinculadas a la propia Universidad, tipo fundaciones, sociedades de formación o, incluso, formas de coordinación típicas del derecho privado. Entendemos que la especialización y profesionalización del PAS debe ir acompañada por la unificación de estructuras de gestión de servicios que formen parte del sistema de gestión propio de la Universidad.

La gestión de la investigación debe ser modificada en profundidad para asegurar que todo el profesorado tenga condiciones adecuadas para ejercer tareas investigadoras. En esta línea deberían ligarse la consolidación de equipos y redes temáticas a la incorporación de todos los profesores a equipos de investigación, invirtiendo los recursos económicos y de gestión necesarios.

La estructura de Gobierno debe cambiar, al perder peso estructural las Facultades y Escuelas, que pasarían a ser esencialmente estructuras gestoras de titulaciones. La Junta de Gobierno debe simplificar su estructura y reducir su tamaño para aumentar su profesionalidad, estando capacitada para seguir la gestión global de la Universidad. Sus miembros, elegidos por el Claustro, deben tener experiencia y capacidad de decisión, así como dedicación preferente a esta función. Responden ante el Claustro, con reuniones semestrales de gestión, en las que podrían ser renovados por acuerdo mayoritario del mismo. Los miembros de la Junta de Gobierno tendrán funciones específicas de seguimiento de la acción del equipo rectoral.

El Rector será elegido por el Claustro y nombrará su equipo, proponiendo al Gerente.

El Claustro será reducido y formado por miembros elegidos entre todos los sectores (PDI, PAS y alumnos). Se reconocerá la dedicación al Claustro, que funcionará mediante comisiones, en forma de reducción de carga docente, de horas de libre disposición o de créditos docentes para el alumnado. Se reunirá al menos dos veces al año y tantas como aconseje la situación de la Universidad.

El Consejo Social actuará como órgano de conexión con la sociedad. Estará formado por miembros de la Administración Autonómica y Local y de las organizaciones sociales (empresariales y sindicales), de organizaciones profesionales u otras. Su Presidente será elegido entre sus miembros. Sus funciones serán redefinidas para asegurar:

· Su participación en los procesos de evaluación de calidad.

· Su participación activa en la recaudación de fondos.

· Su conexión con ex-alumnos y con organizaciones interesadas en el desarrollo universitario.

· La emisión de informes sobre propuestas de ampliación de titulaciones, nuevas instalaciones, etc.

· Su actuación como revisor y auditor de los presupuestos y gastos de la universidad.

· La participación en espacios tecnológicos de encuentro con sectores productivos, como parques tecnológicos.

FETE-UGT rechaza, por tanto, la inclusión de miembros del Consejo Social en Junta de Gobierno propuesta por el Inf. 2000, así como la elección de miembros del Consejo Social a través de un Foro Social indefinido o el nombramiento de su Presidente por la Administración

6.- Conclusiones

6.1.- FETE-UGT considera que el Inf. 2000 ofrece una oportunidad para la reflexión global sobre el futuro de la Universidad en España que debe ser aprovechada para la puesta en común de distintas opciones de reforma del sistema universitario.


6.2.- FETE-UGT apuesta por una reforma en profundidad de los planes de estudio, en base a un mapa de titulaciones a escala estatal, resolviendo la componente de formación básica que se les ha arrebatado y dotando a la especialización de medios estructurales que la hagan eficaz. En los curricula de tipo B será necesario un debate específico para solventar problemas derivados de titulaciones de ciclo corto y largo. La reforma del Doctorado debe ir acompañada del reconocimiento de la carga docente en Tercer Ciclo, así como de reducción de carga docente por dirección de Tesis Doctorales.


6.3.- El refuerzo de la actividad investigadora de las Universidades debe ir orientado, no sólo al equipo de investigación competitiva, Centros de excelencia y creación de redes con otras Universidades, OPI’s y Empresas, sino a la mayoría del profesorado, que no esté realizando tareas de investigación. Se trataría de facilitar la realización de Tesis por los Profesores no doctores; de dotar de medios y complementos retributivos dignos a los que investigan; de modificar los criterios de ampliación de plantillas, considerando las relaciones Universidad-Sociedad a través de las OTRI, con personal especializado en la detección de demandas sociales.


6.4.- FETE-UGT rechaza la estructuración de una triple carrera (docente, investigadora y docente-investigadora) en las Universidades y aboga por un único Cuerpo de Profesores de Universidad (CPU) en el que el acceso tenga lugar por concurso entre los Doctores que han obtenido la Acreditación para la Docencia Universitaria, tras un proceso de formación en docencia e investigación como Ayudante Doctor o, excepcionalmente, como Ayudante no Doctor. En este modelo existe flexibilidad para combinar tareas docentes, investigadoras o de gestión o, en su caso, para ejercer temporalmente alguna de ellas de modo preferente o incluso exclusivo. Las necesidades docentes o investigadoras coyunturales serían cubiertas por contratos que conducirían a la creación de plazas del CPU cuando se prolonguen más de tres años.


6.5.- En relación con las plantillas del PAS, FETE-UGT defiende la profesionalización de la gestión a través de la formación y homologación de RPT y retribuciones lo que facilitaría la promoción y el intercambio entre Comunidades Autónomas. La relación numérica PAS/PDI debe aproximarse a 1, asumiendo tareas globales, tanto de gestión, hoy reservadas injustificadamente al PDI, como de apoyo a la actividad investigadora.


6.6.- FETE-UGT apoya las medidas que sirvan para facilitar el acceso del alumnado a la Universidad que desee, incluída la progresiva desaparición de la selectividad y el aumento significativo de becas que deben considerar el coste oportunidad de trabajar, al menos en el valor del importe anual del salario mínimo interprofesional. En todo caso defendemos la continuidad de las becas a lo largo de la titulación, así como la incorporación de alumnos de últimos cursos a un sistema de préstamos-renta, sin intereses y a devolver cuando el estudiante inicie su vida laboral.


6.7.- FETE-UGT considera esencial para la mejora de la calidad docente e investigadora, la consolidación de un Sistema de Evaluación de la Calidad con participación de PDI, PAS, estudiantes, Sindicatos, además de los Órganos de Gobierno y Representación. La evaluación no deberá convertirse en un mecanismo de premio-castigo que coarte la autonomía universitaria. La financiación diferencial debe ser el resultado de objetivos acordados, no impuestos por la Administración. En el ámbito docente apoyamos la revisión de la evaluación docente, que debería integrarse en un complemento global de productividad.


6.8.- FETE-UGT reclama un incremento de financiación del sistema suficiente para una real equiparación con el entorno europeo, dado el atraso en atención al estudiante y en infraestructuras de apoyo a la docencia e investigación. El gasto debe elevarse a un total del 1’8% del PIB, del que el 1’5% correspondería a gasto público y el 0’3% a gasto privado. Este aumento debe asegurarse en una previsión presupuestaria plurianual, en un máximo de 5 años, sancionada por una Ley de Hacienda de las Universidades Públicas.


6.9.- La gestión del cada día más complejo campo de actividad de las Universidades, debe sufrir cambios para aumentar su eficacia, manteniendo los valores de representación y participación democrática. FETE-UGT rechaza el creciente recurso a estructuras administrativas ajenas, aunque vinculadas a  la Universidad, a la vez que defiende la profesionalización del PAS para asumir nuevas tareas.


La estructura de Gobierno debe reducir su tamaño y aumentar su profesionalidad. La Junta de Gobierno debe estar formada por miembros del Claustro con capacidad y dedicación preferente a tareas de gobierno, respondiendo ante el Claustro de su gestión. El Rector propondrá al Gerente y nombrará su equipo, que ejecutará las decisiones de la Junta de Gobierno.


El Claustro será reducido y formado por miembros elegidos entre todos los sectores (PAS, PDI y alumnos). Se reconocerá la dedicación al Claustro, que funcionará mediante comisiones, a través de reducción de carga docente, horas de libre disposición o créditos docentes según el sector al que pertenezcan sus miembros. Se reunirá al menos dos veces al año.


El Consejo Social actuará como órgano de conexión con la sociedad. Estará formado por miembros de la Administración Autónoma y Local, de organizaciones sociales (empresariales, Sindicales), de organizaciones profesionales u otras. Su Presidente será elegido entre sus miembros. Sus funciones serán redefinidas.
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